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Birriel Cardona, Jueza Ponente 
 

S E NT EN C I A  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de enero de 2020. 

Comparece la parte apelante, Daniel Albino Arlequín (en 

adelante, apelante o señor Albino Arlequín) y solicita nuestra 

intervención para que revoquemos la Sentencia que emitió el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Mayagüez, el 31 de agosto 

de 2018.1 Mediante el referido dictamen, el foro apelado adjudicó 

la custodia legal de la menor V.A.S a la madre, Luz C. Santiago 

Guzmán (en adelante, apelada o señora Santiago Guzmán) y 

estableció las relaciones paterno-filiales del padre, el señor Albino 

Arlequín. 

 
1 La Sentencia fue notificada y archivada el 5 de septiembre de 2018. 
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El 17 de septiembre de 2018, el apelante presentó una 

Moción de Reconsideración a Sentencia y de Determinaciones de 

Hechos Adicionales que fue declarada No Ha Lugar por el foro de 

instancia mediante Resolución emitida el 18 de septiembre de 

2018.2 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

confirmamos la sentencia apelada. 

I. 

La señora Santiago Guzmán y el señor Albino Arlequín son 

los padres de la menor V.A.S., que nació el 23 de junio de 2016, 

producto de una relación consensual entre las partes. El 1 de 

septiembre de 2016, la madre de la menor presentó una demanda 

por derecho propio contra la parte apelante en la que solicitó 

regular las relaciones filiales.3 Además, solicitó que el caso se 

refiriera a la Oficina de Relaciones de Familia. La parte apelante 

no presentó su alegación responsiva dentro del término dispuesto 

en nuestras reglas procesales. Por consiguiente, el 4 de noviembre 

de 2016 el foro a quo dictó una Resolución y Orden en la que 

decidió anotar la rebeldía al señor Albino Arlequín, declaró no ha 

lugar la moción de referido a la Unidad de Relaciones de Familia y 

Menores y señaló vista en su fondo para el 11 de enero de 2017. 

Posteriormente y tras varios trámites procesales, el 

apelante presentó una demanda en solicitud de custodia 

compartida.4 Específicamente alegó que la madre de su hija 

menor le impide que la cuide durante el día, periodo en que la 

apelada se encuentra en el trabajo. Tampoco permite que este la 

visite en su hogar. Sostuvo que cuenta con las facilidades físicas 

 
2 La Resolución fue notificada y archivada el 20 de septiembre de 2018. 
3 A este caso se le asignó el alfanumérico ISRF201600871. 
4 A este caso se le asignó el alfanumérico ISRF201600884. 
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y el apoyo de su familia para que la menor pueda vivir con él. En 

consecuencia, solicitó relacionarse con su hija menor de edad y 

que se le otorgue la custodia compartida de la niña. Por su parte, 

la señora Santiago Guzmán presentó su contestación a la 

demanda incoada y levantó varias defensas. 

Como consecuencia de estas alegaciones, el 17 de octubre 

de 2016, el foro sentenciador refirió a las partes a la Unidad Social 

de Relaciones de Familia y Menores para que se rindiera un 

informe sobre el caso. Tras una solicitud de consolidación por 

parte del apelante, el 19 de diciembre de 2016, el foro primario 

accedió a esta petición y consolidó los casos identificados con el 

alfanumérico ISRF201600884 e ISRF201600871. 

El 11 de enero de 2017, el tribunal adjudicador celebró una 

vista a la que no compareció el señor Albino Arlequín. No obstante, 

el foro a quo decidió, entre otros asuntos, regular las relaciones 

paternofiliales de manera provisional. Sin embargo, por causa de 

problemas de comunicación entre las partes, el 31 de mayo de 

2017, la trabajadora social, Enitza Guenard Otero, presentó una 

moción dispositiva en la que se modificó el plan de relaciones 

paternofiliales provisionales establecido. 

Casi más de un año después, el señor Albino Arlequín 

decidió presentar una demanda enmendada en la que solicitó la 

custodia monoparental de la menor V.A.S. Expuso que la madre 

de la menor no muestra actos de responsabilidad con la niña al 

desatender su aseo y cuido. Sostuvo que la menor se le ha 

entregado con quemaduras en sus partes íntimas, múltiples 

picadas, sin bañarse, con los dedos de los pies pelados, con piojos 

y con fiebre y tos. Asegura que la menor muestra apego 

significativo al padre y su entorno familiar y no con su madre, la 

señora Santiago Guzmán. 
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El 6 de noviembre de 2017, la Trabajadora Social presentó 

su Informe Social Forense. Como parte de sus hallazgos, la 

Trabajadora Social encontró que las partes asumen sus roles 

paternos de manera satisfactoria. No obstante, enfatizó que entre 

estos no existe una comunicación efectiva que propicie los 

acuerdos pactados por las partes. Concluyó que el señor Albino 

Arlequín asume una actitud poco tolerante e irrespetuosa 

hacia la figura de la madre de la menor. No asume 

responsabilidad de sus actos y trata de justificar sus acciones. Por 

el contrario, razonó que la parte apelada asume un rol más pasivo, 

aunque en ocasiones se torna inflexible y alterada. Sin embargo, 

puede reconocer la importancia de la figura paterna en la vida de 

su hija menor. Finalmente, arribó a la conclusión que en este caso 

no procede la custodia compartida solicitada por el apelante. Esto, 

debido a que el señor Albino Arlequín no cualifica para ella por 

causa de la acusación por asesinato en primer grado de la que 

resultó convicto. Sostuvo que este delito involucra actos de 

agresividad incompatibles con la Ley 223-2011, infra. En 

consecuencia, recomendó que la custodia de la menor se le 

otorgara a la madre de la menor y que continuara el plan de 

relaciones paternofiliales como hasta el presente. 

Tras numerosos trámites procesales, el tribunal primario 

celebró juicio sobre la custodia de la menor los días 25 de abril, 

17 de mayo, 21 de mayo y 19 de junio de 2018. Después de 

aquilatar la prueba testifical y documental, el 31 de agosto de 

2018 el foro de instancia dictó Sentencia en la que le concedió la 

custodia legal de la menor V.A.S. a la señora Santiago Guzmán y 

estableció las relaciones paternofiliales del apelante con su hija 

menor. Asimismo, declaró no ha lugar la demanda de custodia 
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compartida que presentó el señor Albino Arlequín y con lugar la 

demanda de relaciones filiales que presentó la parte apelada. 

Inconforme con lo resuelto, el 17 de septiembre de 2018, el 

apelante presentó una Moción de Reconsideración a Sentencia y 

de Determinaciones de Hechos Adicionales que fue declarada no 

ha lugar por el tribunal apelado el 18 de septiembre de 2018. 

Todavía insatisfecho, el señor Albino Arlequín acudió ante 

nosotros mediante un recurso de apelación, en el que señaló que 

el foro a quo cometió los siguientes dos errores: 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA, SALA 

SUPERIOR DE MAYAGÜEZ, AL NO TOMAR EN CONSIDERACIÓN AL 

MOMENTO DE DICTAR LA SENTENCIA, HECHOS MATERIALES 

IMPORTANTES QUE NO PODÍAN SER PASADOS POR ALTO SOBRE LA 

FALTA DE CUIDADA QUE LE DABA LA MADRE A LA MENOR Y 

CONCEDIENDO GRAN PESO Y VALOR A HECHOS IRRELEVANTES E 

INMATERIALES RELACIONADOS A CONTROVERSIAS ENTRE LOS 

PADRES, SIN TOMAR EN CONSIDERACIÓN EL MEJOR BIENESTAR DE LA 

MENOR. 
 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA, SALA SUPERIOR DE 

MAYAGÜEZ, AL HACER APRECIACIÓN CLARAMENTE PARCIALIZADA, 
SIN SOPESAR Y EQUILIBRAR LA PRUEBA DESFILADA DE ACTITUDES DE 

AMBOS PADRES EN CONJUNTO AL MOMENTO DE DETERMINAR SI 

PROCEDÍA O NO LA CUSTODIA COMPARTIDA. 

 

II. 

A. 

Los casos de familia están revestidos del más alto interés 

público y tienen, además, un carácter sui generis. Santana 

Medrano v. Acevedo Osorio, 116 DPR 298 (1955). Nuestro 

Tribunal Supremo ha expresado en reiteradas ocasiones que el 

norte a seguir en estos casos es si el dictamen llegado 

responde al mejor bienestar del menor. Este es el principio 

cardinal que debe guiar a los tribunales. (Énfasis nuestro). Véase, 

Maldonado v. Burris, 154 DPR 161 (2001); Sánchez Cruz v. Torres 

Figueroa, 123 DPR 418 (1989); Centeno Alicea v. Ortiz, 105 DPR 

523 (1977); Marrero Reyes v. García Ramírez, 105 DPR 90 

(1976). Así pues, “la determinación de cuáles son los mejores 
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intereses del menor, está enmarcada en el derecho que este tiene 

a una correcta formación física, moral y espiritual.” Nudelman v. 

Ferrer Bolívar, 107 DPR 495 (1978).  

La facultad de los tribunales para adjudicar situaciones 

como la presente emana del poder de parens patriae, es decir, en 

el reconocido poder del Estado de proteger a los incapaces. El 

poder de parens patriae limita los derechos de otras partes en 

aras de salvaguardar el bienestar de quien no puede abogar por 

los suyos. Es la función social y legal que el Estado asume y ejerce, 

en cumplimiento de su deber de brindar protección a los sectores 

más débiles de la sociedad. Por ello, cuando un tribunal perciba 

que existe conflicto entre intereses ajenos y el mejor interés de 

un menor, el asunto deberá resolverse a favor del menor.  

Las relaciones paternofiliales son parte integral del 

desarrollo multidimensional de un menor de edad. Sterzinger v. 

Ramírez, 116 DPR 762, 775 (1985). En cuanto a este particular, 

el Artículo 107 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 383, 

dispone que:  

En todos los casos de divorcio los hijos menores serán 
puestos bajo el cuidado y la patria potestad del 

cónyuge que el tribunal, en el ejercicio de su sana 
discreción, considere que los mejores intereses y 

bienestar del menor quedarán mejor servidos; pero el 
otro cónyuge tendrá derecho a continuar las 

relaciones de familia con sus hijos, en la manera y 
extensión que acuerde el tribunal al dictar sentencia 

de divorcio, según los casos. 31 LPRA sec. 383. 
 

El derecho que ostentan los padres de relacionarse con sus 

hijos es de tal envergadura que la norma vigente faculta a los 

tribunales a regularlo de manera juiciosa, sin prohibirlo 

completamente, salvo que concurran circunstancias graves que 

obliguen al juzgador a determinar lo contrario. Íd.  

Al adjudicar este tipo de controversias, el tribunal está 

obligado a sopesar integradamente todos los factores que tenga 
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a su alcance para lograr la solución más justa posible. Nudelman 

v. Ferrer Bolívar, supra; Marrero Reyes v. García Ramírez, supra, 

a la pág. 105.  

Dichos factores consisten en: (a) la preferencia del menor, 

su sexo, edad y salud mental y física; (b) el cariño que pueda 

brindársele por las partes en controversia; (c) la habilidad de las 

partes para satisfacer debidamente las necesidades afectivas, 

morales y económicas del menor; (d) el grado de ajuste del menor 

al hogar, la escuela y la comunidad en que vive; (e) la 

interrelación del menor con las partes, sus hermanos y otros 

miembros de la familia y; (f) la salud síquica de todas las partes. 

Raúl Serrano Geyls, Derecho de Familia de Puerto Rico y 

Legislación Comparada, Vol. I, Programa de Educación Jurídica 

Continua UIPR, 1997, pág. 724. 

Lo anterior cobra mayor importancia en aquellos casos en 

los que los progenitores no se ponen de acuerdo en cómo se 

regularán las relaciones paternofiliales o cuando estas tienen un 

efecto adverso a los intereses de los menores. Sterzinger v. 

Ramírez, supra, pág. 778. 

Fundamentado en esa norma, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico ha sido enfático al expresar que durante el proceso 

decisorio que preceda la determinación sobre cómo habrán de 

establecerse las relaciones paternofiliales, el tribunal de instancia 

debe contar con “la comparecencia de cuanta persona entienda 

pueda ayudarle en el descargo de su delicada misión y puede, 

asimismo, ordenar aquellas investigaciones de índole social que 

entienda procedentes y convenientes”. Santana Medrano v. 

Acevedo Osorio, 116 DPR 298, 301 (1985). De esta forma, es 

determinante que todas las partes involucradas cooperen “de 

buena fe para que se fortalezcan, en lugar de que se debiliten, los 
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lazos afectivos entre [los hijos menores y] sus progenitores . . . 

[y de esta forma] afinar la sensibilidad humana para intuir dónde 

está el mejor bienestar del menor”. Torres, Ex parte, 118 DPR 

469, 484 (1987).   

Finalmente, al dictar la forma en que se regularán los 

derechos de visita del padre no custodio, el tribunal deberá 

asegurarse de que este último está capacitado para tener la 

compañía de su hijo fuera del ámbito del otro progenitor por 

determinado tiempo, el cual podría ser desde unas horas hasta 

varios meses. De ordinario, se permitirá el derecho a tener la 

compañía temporera del menor de la forma más amplia y 

razonable posible, de acuerdo a las circunstancias y el bienestar 

del menor. Ello con el propósito de garantizar el derecho 

fundamental del padre o madre no custodio a la privacidad e 

intimidad en las relaciones familiares con sus hijos. Sterzinger v. 

Ramírez, supra, págs. 778-779. 

B. 

El 21 de noviembre de 2011 se aprobó la Ley Núm. 223-

2011, conocida como la “Ley Protectora de los Derechos de los 

Menores en el Proceso de Adjudicación de Custodia”, 32 LPRA sec. 

3181 et seq. El propósito de esta legislación es proteger y 

garantizar los mejores intereses de los menores en todos los casos 

de divorcio o en procesos de custodia entre los miembros de una 

relación consensual. Artículo 2 de la Ley 223-2011. En lo particular 

el estatuto establece que:  

[…] 
 

En un gran número de casos de separación, divorcio 
o de disolución de una relación consensual en los que 

se han procreado hijos, tanto el padre como la madre 
se encuentran aptos y disponibles para desempeñar 

responsablemente sus deberes y obligaciones para 

con sus hijos. En estos casos, el Estado debe 
promover que ambos progenitores compartan la 
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custodia de sus hijos, a través de una 
integración responsable en el proceso de 

educación, crianza, disciplina y cuidado. De esta 
manera, se evita que nuestros niños y niñas, por 

razón de la disolución de la relación de sus padres, se 
desarrollen en circunstancias menos ventajosas y 

beneficiosas.  
El ejercicio de la paternidad y maternidad responsable 

no se puede limitar a unas relaciones filiales 
restringidas a fines de semanas alternos. Más bien, su 

ejercicio implica participar activamente en el 
desarrollo de los menores y en la toma de decisiones 

sobre todos los asuntos relacionados a éstos. A su 
vez, este ejercicio conlleva demostrarle al hijo/a el 

amor genuino de un padre y una madre, brindándole 

compañía, supervisión y afecto, dedicándole tiempo; 
no a base de términos fijos, sino de espacios 

suficientes para compartir en ocasión de enfermedad, 
tristezas, penas y alegrías, impartiéndole valores y 

participando de labores del quehacer diario, tales 
como: compra de ropa, visitas al médico, tiempo de 

estudio, de recreo, labores del hogar, actividades 
escolares y educativas.  

Por lo tanto, se decreta que constituye política 
pública del Gobierno de Puerto Rico la 

promoción de la custodia compartida y 
corresponsabilidad sobre los hijos; la 

consideración de la misma como primera 
alternativa en los casos que se ajuste al mejor 

bienestar del menor; y el promover la participación 

activa de ambos progenitores en las actividades de los 
hijos, en el mayor grado posible. (Énfasis nuestro). Id. 

 

En su Artículo 3, el estatuto define la custodia compartida 

como sigue: 

Para los propósitos de esta Ley, custodia compartida 

significa la obligación de ambos progenitores, padre y 
madre, de ejercer directa y totalmente todos los 

deberes y funciones que conlleva la crianza de los 
hijos, relacionándose con éstos el mayor tiempo 

posible y brindándoles la compañía y atención que se 
espera de un progenitor responsable.  

La custodia compartida no requiere que un menor 

tenga que pernoctar por igual espacio de tiempo en la 
residencia de ambos progenitores. No obstante, en el 

caso de que un menor solamente pernocte en el hogar 
de uno de los progenitores, se dará la custodia 

compartida si el otro progenitor se relaciona de forma 
amplia y en el mayor grado posible con el menor y 

desempeña, responsablemente, todas las funciones 
que como progenitor le competen y la patria potestad 

le impone. De ninguna manera se entenderá que la 
adjudicación de la custodia compartida significará la 

no imposición de una pensión alimentaria a favor de 
los menores. Tampoco significará, necesariamente, la 

disminución o aumento en la misma. La determinación 
correspondiente se hará caso a caso, dependiendo del 
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arreglo de custodia compartida que se decrete y 
siempre a la luz de lo dispuesto en la Ley Núm. 5 de 

30 de diciembre de 1986, según enmendada, 
conocida como “Ley para el Sustento de Menores”. 32 

LPRA sec. 3181. 
 

Artículo 4.- Consideración de la Custodia 
Compartida 

 
En todos los casos de divorcio, separación o disolución 

de una relación consensual donde estén involucrados 
menores de edad, la custodia compartida de los 

menores, aun contra la voluntad de alguno de los 
progenitores que interesa se le otorgue la custodia 

monoparental, se considerará si es beneficiosa a los 

mejores intereses del menor, salvo prueba en 
contrario y con excepción de los casos en que apliquen 

las exclusiones establecidas en el Artículo 9 de esta 
Ley. Por lo tanto, los tribunales deberán evaluar y 

considerar la custodia compartida sujeto a lo 
dispuesto en esta Ley. El Juez se asegurará, previo a 

solicitud de parte, que se cumplan con los planes 
establecidos para la custodia compartida.  

Nada de lo contenido en este Artículo se 
entenderá como que conlleva que es 

compulsorio fijar la custodia compartida por los 
Tribunales. En los casos que se demuestre que 

alguno de los progenitores no se encuentra capacitado 
para ostentar la misma, los tribunales, actuando en 

beneficio de los mejores intereses de los menores, no 

la concederá. No obstante, los tribunales deben estar 
atentos a cualquier actuación frívola e infundada de 

alguno de los progenitores, dirigida a impedir que el 
otro progenitor disfrute de la custodia compartida, 

aun cuando se encuentre capacitado para ello. 
(Énfasis nuestro). 32 LPRA sec. 3182. 

 
[…] 

 

La norma también establece los criterios que debe 

considerar un tribunal al momento de adjudicar la custodia 

compartida. Como parte de sus requisitos establece que: 

Al considerarse una solicitud de custodia en la que 
surjan controversias entre los progenitores en cuanto 

a la misma, el tribunal referirá el caso al trabajador 
social de Relaciones de Familia, quien realizará una 

evaluación y rendirá un informe con recomendaciones 
al Tribunal. Tanto el trabajador social, al hacer su 

evaluación, como el tribunal, al emitir su 
determinación, tomarán en consideración los 

siguientes criterios:  
1) La salud mental de ambos progenitores, así como 

la del hijo(a) o hijos(as) cuya custodia se va a 
adjudicar.  

2) El nivel de responsabilidad o integridad moral 
exhibido por cada uno de los progenitores y si 
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ha habido un historial de violencia doméstica 
entre los integrantes del núcleo familiar.  

3) La capacidad de cada progenitor para satisfacer las 
necesidades afectivas, económicas y morales del 

menor, tanto presentes como futuras.  
4) El historial de cada progenitor en la relación con 

sus hijos, tanto antes del divorcio, separación o 
disolución de la relación consensual, como después 

del mismo.  
5) Las necesidades específicas de cada uno de los 

menores cuya custodia está en controversia.  
6) La interrelación de cada menor, con sus 

progenitores, sus hermanos y demás miembros 
de la familia.  

7) Que la decisión no sea producto de la irreflexión o 

coacción.  
8) Si los progenitores poseen la capacidad, 

disponibilidad y firme propósito de asumir la 
responsabilidad de criar los hijos 

conjuntamente.  
9) Los verdaderos motivos y objetivos por los cuales 

los progenitores han solicitado la patria potestad y 
custodia compartida.  

10) Si la profesión, ocupación u oficio que realizan los 
progenitores impedirá que funcione el acuerdo 

efectivamente.  
11) Si la ubicación y distancia de ambos hogares 

perjudica la educación del menor.  
12) La comunicación que existe entre los 

progenitores y la capacidad para comunicarse 

mediante comunicación directa o utilizando 
mecanismos alternos.  

13) Cualquier otro criterio válido o pertinente que 
pueda considerarse para garantizar el mejor bienestar 

del menor. (Énfasis nuestro). Artículo 7 de la Ley 223-
2011, 32 LPRA sec. 3185. 

 
Artículo 8.-Recomendación de Custodia del 

Trabajador Social y la Determinación del 
Tribunal 

 
La recomendación sobre custodia del trabajador 

social, así como la determinación sobre custodia del 
Tribunal tendrán como propósito garantizar el mejor 

bienestar del menor. El análisis debe considerar la 

custodia compartida como primera opción, 
siempre que ello represente el mejor bienestar 

del menor. De ello no ser así, el trabajador social 
y el Tribunal, cuando corresponda, hará la 

determinación que entienda más beneficiosa 
para el menor. 

Las recomendaciones sobre custodia que emitan 
los trabajadores sociales, será uno de los 

factores a considerar por el Tribunal para hacer 
la determinación, pero no será el único. El 

Tribunal emitirá la correspondiente determinación de 
custodia tomando en consideración lo dispuesto en 

esta Ley.  
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No obstante lo anterior, el Tribunal siempre 
tendrá discreción judicial para la determinación 

y adjudicación de custodia, protegiendo siempre 
los mejores intereses y el bienestar de los 

menores a la luz de todas las circunstancias 
existentes. (Énfasis nuestro). 32 LPRA sec. 3186. 

 
Artículo 9.-Cuando la custodia compartida no 

será considerada como beneficiosa y favorable 
para los mejores intereses de los menores de 

edad. 
 

La custodia compartida no será considerada como 
beneficiosa y favorable para los mejores intereses de 

los menores de edad en los siguientes casos: 

(1) Cuando uno de los progenitores manifiesta que no le 
interesa tener la custodia de los menores, a base de 
un plan de custodia compartida. Se entenderá que 

la renuncia es a favor del otro progenitor. 
(2) Si uno de los progenitores sufre de una incapacidad 

o deficiencia mental, según determinada por un 

profesional de la salud, y la misma es de naturaleza 
irreversible y de tal magnitud que le impide atender 

adecuadamente a los hijos/as y garantizar la 
seguridad e integridad física, mental, emocional y/o 
sexual de éstos. 

(3) Cuando los actos u omisiones de uno de los 
progenitores resulte perjudicial a los hijos o 

constituya un patrón de ejemplos corruptores. 
(4) Cuando uno de los progenitores o su cónyuge o 

compañero o compañera consensual haya sido 

convicto por actos constitutivos de maltrato de 
menores. 

(5) Cuando uno de los progenitores se encuentre 
confinado en una institución carcelaria. 

(6) Cuando uno de los progenitores ha sido convicto por 

actos constitutivos de violencia doméstica, según lo 
dispuesto en las secs. 601 et seq. del Título 8. 

(7) Situaciones donde el padre o la madre haya 
cometido abuso sexual, o cualquiera de los delitos 

sexuales, según tipificados en el Código Penal de 
Puerto Rico, hacia algún menor. 

(8) Cuando uno de los progenitores o su cónyuge o 

compañero o compañera consensual, si hubiera, sea 
adicto a drogas ilegales o alcohol.  

 
[…] 32 LPRA sec. 3187. 
 

C. 

Como bien lo ha expresado nuestro más alto foro judicial, 

en ausencia de circunstancias extraordinarias, o indicios de 

pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto, la apreciación de 

la prueba realizada por el juzgador del foro primario merece 

deferencia y respeto por parte de este Tribunal de Apelaciones. 

Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 771 (2013); 
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Argüello v. Argüello, 155 DPR 62 (2001); Trinidad v. Chade,       

153 DPR 280,289 (2001).  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha considerado que la 

adjudicación de credibilidad de un testimonio vertido ante el foro 

de instancia “es merecedora de gran deferencia por parte del 

tribunal apelativo, por cuanto es ese juzgador quien está en mejor 

posición para aquilatar la prueba testifical desfilada ya que él fue 

quien oyó y vio declarar a los testigos”. Pueblo v. Bonilla Romero, 

120 DPR 92, 111 (1987). En ese sentido, resultan pertinentes las 

siguientes expresiones respecto a la importancia de conceder 

deferencia al juzgador de los hechos:  

…[Y] es que no sólo habla la voz viva. También hablan 

las expresiones mímicas: el color de las mejillas, los 
ojos, el temblor o consistencia de la voz, los 

movimientos, el vocabulario no habitual del testigo, 
son otras tantas circunstancias que deben acompañar 

el conjunto de una declaración testifical y sin 
embargo, todos estos elementos se pierden en la letra 

muda de las actas, por lo que se priva al Juez de otras 

tantas circunstancias que han de valer incluso más 
que el texto de la declaración misma para el juicio 

valorativo que ha de emitir en el momento de fallar; 
le faltará el instrumento más útil para la 

investigación de la verdad: la observación. 
(Énfasis nuestro). Ortiz v. Cruz Pabón, 103 DPR 939, 

947 (1975).  
 

En otras palabras, solo el juzgador de primera instancia 

tiene la oportunidad de ver al testigo declarar, escuchar su 

testimonio vivo y evaluar su “demeanor”. Ramos Acosta v. 

Caparra Dairy, Inc., 113 DPR 357, 365 (1982). Asimismo, la Regla 

110 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R.110, dispone que un testigo 

que le merezca entero crédito al tribunal sentenciador es prueba 

suficiente de cualquier hecho. Véase, además, Trinidad v. Chade, 

supra; Pueblo v. Rodríguez Román, 128 DPR 121, 128 (1991).  

Por lo anterior, el Tribunal Supremo ha resuelto que el 

Tribunal de Apelaciones no está facultado para sustituir las 

apreciaciones de prueba y credibilidad de los testigos que realice 
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el Foro apelado. Rolón García y otros v. Charlie Car Rental, Inc., 

148 DPR 420, 433 (1999). Claro está, cuando del examen de la 

prueba surge que el juzgador descartó injustificadamente 

elementos probatorios importantes, o fundó su criterio en 

testimonios improbables o imposibles, se ha justificado la 

intervención del tribunal apelativo con la apreciación de la prueba 

realizada por el tribunal sentenciador. C. Brewer P.R., Inc. v. 

Rodríguez, 100 DPR 826, 830 (1972). Es decir, el Tribunal de 

Apelaciones podrá intervenir cuando esa apreciación se distancia 

“de la realidad fáctica o esta [es] inherentemente imposible o 

increíble”. Pueblo v. Soto González, 149 DPR 30, 37 (1999).  

En vista de lo reseñado, una apreciación errónea de la 

prueba no tiene credenciales de inmunidad frente a la función 

revisora de un tribunal apelativo. No obstante, un tribunal 

apelativo no puede dejar sin efecto una sentencia o resolución 

cuyas conclusiones encuentran apoyo en la prueba desfilada. 

Sánchez Rodríguez v. López Jiménez, 116 DPR 172, 181 (1985). 

Ahora bien, en cuanto a la prueba documental, estamos en 

la misma posición que el hermano Foro de Instancia. Castrillo v. 

Maldonado, 95 DPR 885, 889 (1968).  

Por lo tanto, las determinaciones de hecho basadas en 

prueba documental podrán ser alteradas en caso de un conflicto 

irreconciliable entre la prueba testifical y la prueba documental. 

Díaz García v. Aponte Aponte, 125 DPR 1, 13–14 (1989). 

A tenor con la normativa anteriormente discutida y con el 

beneficio de la comparecencia de las partes procedemos a evaluar 

los hechos particulares ante nuestra consideración. 

III. 

El señor Albino Arlequín nos señala que el tribunal apelado 

incidió al no concederle la custodia monoparental de su hija menor 
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y negarle también la custodia compartida. Alega que, al momento 

de dictar sentencia, el foro primario no tomó en cuenta hechos 

materiales importantes que hubieran inclinado la balanza a su 

favor. Además, sostiene que este tampoco tomó en cuenta los 

testimonios ofrecidos durante el juicio que revelaron que la madre 

de la menor no le proveía el cuidado e higiene adecuada a la niña. 

Prueba de ello, argumenta, son los piojos que contrajo, las 

quemaduras en sus partes íntimas por falta de aseo, los rayasos 

en su cara y los dedos y talones de sus pies pelados. Sostuvo que 

la determinación del tribunal primario demostró que la apreciación 

de la prueba fue una parcializada, ya que no consideró la  

evidencia testifical y documental que demostraba la inmadurez, 

irresponsabilidad y desatención de la parte apelada con respecto 

a su hija menor. También, el señor Albino Arlequín argumenta que 

cumple con todos los requisitos de ley para ejercer una custodia 

compartida responsable. Veamos. 

El principio cardinal que debe guiar la discreción de un juez 

a la hora de determinar la custodia de un menor debe ser los 

mejores intereses y bienestar de este. Art. 107 del Código Civil, 

supra; Maldonado v. Burris, supra; Nudelman v. Ferrer Bolívar, 

supra. Con esto en mente se creó la Ley Protectora de los 

Derechos de los Menores en el Proceso de Adjudicación de 

Custodia, supra. Esta legislación decretó como política pública del 

Gobierno de Puerto Rico la promoción de la custodia compartida. 

Esta sería la primera alternativa a considerar por los tribunales 

“en los casos que se ajuste al mejor bienestar del menor 

[…]”. (Énfasis nuestro). Art. 2 de la Ley 223-2011, supra. En el 

caso particular de autos, el foro a quo determinó concederle la 

custodia de la menor a la madre de la menor y estableció las 

relaciones paternofiliales del apelante. Como fundamento para 
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esta decisión, el tribunal apelado consideró la actitud agresiva que 

ha exhibido el señor Albino Arlequín cuando no logra sus objetivos. 

Así quedó evidenciado mediante los testimonios de la trabajadora 

social, Carol Lee Hernández Vacas, y la maestra Lourdes Medina 

Báez. Ambas trabajadoras del prescolar al que asiste la menor en 

Sabana Grande, Early Head Start, presenciaron dos sucesos que 

revelaron el carácter volátil del apelante y que relataron como 

sigue: 

Lcda. Desiree Denizard Vicente 

P ¿Qué sucedió si algo el 26 de enero del 2018? 
[…] 

R Pues eeh… cuando estaban en el salón los…, papá 
Daniel, Joyce [Marie Montes] que es la madrastra y la 

maestra y la señora Luz, pues hubo un suceso en que 
por el bulto… 

P ¿Qué pasó con el bulto? ¿Qué? ¿Cuál es la situación 
del bulto? 

R Papá había comprado un bulto, mamá tenía otro 
bulto. El bulto pues, tenía un, un rotito y el papá 

entonces quería que se usara el bulto de él y entonces 
ahí mamá quería que se utilizara el bulto de ella y 

pues entonces fue cuando la señora Joyce creo que 

comenzó a sacar según… 
[…] 

P ¿Cómo se comportó si algo el Señor Albino ese 26 
de enero de 2018? 

R […] En el salón en ese momento. Según este me 
informa la maestra aparentaba estar molesto y la 

señora… 
P ¿Cuál es la razón si alguno porque él se molestó? 

R Por la situación del bulto, que él quería que se usara 
el bulto que él llevaba. Eh entonces este ahí fue 

cuando entonces la Señora Joyce comienza a sacar las 
cosas del bulto y a ponerla en encima de el caunter 

que “esto lo compré yo, esto com…, Entonces este la 
maestra pues le dice, según ella me, me informa 

después de los sucedido… 

P ¿Qué sucedió si algo luego? ¿Qué, qué pasó cuando 
la señora Joyce empezó a sacar? ¿Y en qué actitud la 

señora Joyce empezó a sacar las partencias de la 
menor? 

R […] pues que ella estaba así molesta sacando las 
cosas poniéndolas en él, el counter.¨5 

[…] 
 

 
5 Véanse las páginas 62, 65-66 y 68 de la Transcripción de la Prueba Oral (TPO) 

del juicio celebrado el 25 de abril de 2018. 
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Este incidente también fue corroborado mediante el 

testimonio de la maestra Medina Báez, que testificó lo siguiente: 

P ¿Qué, qué sucedió, si algo, el 26 de enero del 2018? 

[…] 

R Sí, ese día él, ella estaba dándole el desayuno […] 
P ¿A quién le estaba dando el desayuno la Señora Luz 

Santiago? 
R A la menor, a Vitanielyz Albino. 

[…] 
R El llegó, él llegó con la señora Joycemarie Montes. 

[…] 
P ¿Qué sucedió cuando ellos llegaron? 

R Pues yo le doy la bienvenida al Centro […], le estoy 

orientado de, de, del salón […] 
[…] 

P ¿Qué sucedió, si algo, respecto al bulto de la menor? 
R Pues ellos traen un bulto. 

P ¿Quiénes son ellos? 
R El Señor Albino y su compañera. 

P ¿Y quién más lleva otro bulto? 
R Y mamá había llevado un bulto. 

P ¿Qué sucede, si algo, al respecto…. 
R Pues… 

P …ha que ambos llevan bultos para la menor? 
R Ellos tenían un desacuerdo, eh, en relación a quien 

iba dejar el bulto que, que fuera. Cuando yo le digo 
que yo necesito que por, pues por el bienestar del 

salón… 

P ¿Cuál era el desacuerdo si alguno, respecto a la 
entrega de ese bulto de la menor? 

R Pues ellos, el señor Albino alegaba y la señora Joyce 
que el bulto estaba roto. 

P Y eh, ¿cómo usted pudo visualizar, cómo se veía el 
bulto que le entregó la señora Luz Santiago ese primer 

día de clases a la menor? 
R Apto para usar. 

P Cuando usted se dice apto, ¿a qué usted se refiere? 
R Que no estaba roto. 

P ¿Qué actitud, si alguna, asumió el Señor Arlequín? 
R Eh, él, yo, yo le dije que se tenían que poner de 

acuerdo porque este yo necesitaba saber quién iba a 
dejar el bulto y que yo le iba a agradecer a ellos que 

cualquier altercado o situación personal la resolvieran 

fuera del salón. 
P La pregunta fue qué actitud asumió el señor 

Arlequín. 
R Aparentemente se molestó. 

[…] 
P Le pregunto, ¿cómo fue la actitud de la señora eh 

Luz Santiago ante esa situación? 
R Ella comenzó a sacar las cosas del bulto. 

P ¿Quién comenzó a sacar las cosas del bulto? 
R La señora, la señora Joycemarie Montes. ¿Fue lo que 

me preguntó? 
P ¿Quién sacó las cosas del bulto? Sí, esa es la 

pregunta. 
R La señora Joycemarie Montes. 
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P ¿Por qué? 
R Comenzó… para, para cambiar el bulto, dejarlo en 

el otro bulto. 
[…] 

R Ella sacó las cosas que llevaban del bulto de papá y, 
y su compañera. Me las fue colocando una a una sobre 

el anaquel.6  
 

La trabajadora social del prescolar, Hernández Vacas, 

también testificó sobre el otro suceso que ocurrió el 1 de marzo 

de 2018. Sobre este particular declaró como sigue:  

P Le pregunto, ¿qué sucedió si algo que usted tenga 

conocimiento personal el 1 de marzo de 2018 

[…] 

R Pues papá iba a entregarla (a la menor V.A.S.) en 
ese momento y entonces la, la maes… 

[…] 
R La Señora este Lourdes Medina, le informa que, que 

como tenemos conocimiento de del Tribunal que la 
niña se supone que se le entregara a Luz en el cuartel 

de la Policía y entonces este quien entregara a la 
menor al Centro sería la mamá Luz. 

[…] 
P […] ¿Qué sucedió luego? 

R Entonces este… cuando ella le dice que no podía 
recibir la niña, que tenía que ser con la señora Luz la 

que la entregue, por lo menos ese jueves, pues este 

luego de la reunión con la maestra, que ella se reúne 
y me informa que el señor se, se mostró molesto y, y 

pues este yo… 
P Cuando usted dice se mostró molesto, ¿quién? 

¿Quién estaba molesto? 
R El Señor Albino […] 

P ¿Qué indicó el señor Albino? 
R Pues cuando me reúno con la maestra ella me 

informa que el señor Albino informa, “Ah por una 
mierda de papel no puedo entregar mi nena” y se va, 

y se va molesto.7 
 

Esta versión de los hechos también fue corroborada con el 

testimonio de la maestra Medina Báez que testificó lo siguiente: 

P Le pregunto, ¿qué sucedió, si algo, el primero de 

marzo del 2018? 

[…] 

P ¿A quién si alguien le correspondía entregar la 
menor ese 1 de marzo del 2018? 

R A la señora Luz C. Santiago. 
P Le pregunto, ¿quién entregó ese día la menor? 

R El señor Daniel Albino. 
P ¿Qué sucedió si algo? ¿Quién compareció primero al 

Programa Early Head Start a indicar esa situación? 

 
6 Véanse las páginas 197-198, 201-204 de la TPO del 25 de abril de 2018.  
7 Véanse las páginas 78-79, 82-84 de la TPO del 25 de abril de 2018.   
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R La señora Luz C. Albino 
P ¿Y qué… 

R … eh, Santiago. 
P ¿Y qué situación si alguna ocurrió ese 1 de marzo 

del 2017? 
R Ella llega al Centro… 

P ¿Quién es ella? 
R La señora Santiago. 

P Ujum. 
R Que está llamando al señor Albino y no le, no le 

contesta el teléfono. Eh, posteriormente llega él, se le 
hace pasar a ambos al salón, eh… 

P ¿A qué salón si alguno? 
R Al salón de, de la niña Vitanielyz Albino, salón2. 

P ¿Con quién en particular? de… 

R Con, con esta servidora y la Trabajadora Social 
Mirian Torres… 

P ¿Qué le indicó… 
R …que me acompañaba. 

P ¿Qué le indicó usted respecto a esta situación? 
R Que deberían hacer cumplir la orden del Tribunal. 

P ¿Cuál era la orden del Tribunal que tenían que 
cumplir las partes? 

R Entregar la, la, la niña Vitanielyz Albino a la señora 
Luz Cel… C. Santiago en el cuartel de Sabana Grande. 

P ¿Qué manifestación, si alguna, hizo el Señor 
Arlequín respecto a esa observación que usted le 

indicó en cuanto a cumplir, verdad, con las órdenes 
del Tribunal? 

R El alegó que había un documento que, que, que 

constaba que las noches que pernotara con él, él tenía 
derecho a entregarla. Eh, eh acto seguido indicó que 

por una mierda de papel no podía entregar a su niña.8 
 

Como vemos, en estas dos instancias el padre de la menor 

no solo demostró el carácter volátil y agresivo que posee, sino que 

también reveló la carencia de herramientas de comunicación 

efectivas para lograr acuerdos con la señora Santiago Guzmán 

respecto a su hija menor. Sobre este particular, el foro a quo 

cuestionó si entre las partes verdaderamente existía un firme 

propósito de asumir la responsabilidad para criar en conjunto a la 

menor. Esta situación fue evaluada por la trabajadora social del 

tribunal apelado Enitza Guenard Otero, quien expuso que entre 

los progenitores de la menor V.A.S. existía una comunicación 

 
8 Véanse las páginas 227-228 de la TPO del 25 de abril de 2018. 
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conflictiva que impedía que esta recomendara una custodia 

compartida. En lo pertinente, la funcionaria declaró lo siguiente: 

P- Le pregunto, ¿cómo es la comunicación si alguna 
entre el Sr. Albino Arlequín y la Sra. Luz Santiago? 

R- Conflictiva. 
P- ¿A qué usted se refiere, si algo, cuando indica 

conflictiva? 
R- Altamente conflictiva, ellos discuten por casi todo 

o si no decir todo.9 
 

Como parte de su testimonio, la Trabajadora Social también 

relató una situación en la que el apelante le ocultó información a 

la señora Santiago Guzmán sobre la hospitalización de su hija 

menor y que demuestra la falta de capacidad, disponibilidad y 

firme propósito de las partes para criar a la menor conjuntamente. 

En particular, testificó lo siguiente:  

P- ¿Quién llevó si alguien el 16 de octubre de 2017 a 

la menor al Hospital La Concepción? 

R- La llevó el papá. 

P- ¿Y qué incidente, si alguno, sucedió el 16 de 
octubre de 2017, en cuanto a la autorización de 

información privilegiada entre el Sr. Albino Arlequín y 

la Sra. Luz Santiago? […] 
R- Yo observé que el papá solamente ese día autorizó 

a la madrastra para que se le diera información 
privilegiada, al contrario de la mamá que todas las 

veces identificó al padre para que se le diera esa 
información. 

P- […] ¿cómo usted supo eso? 
R- Porque yo este …, revisé el expediente médico. 

[…] 
P- ¿Qué tipo de información, si alguna que usted se 

refiera privilegiada, no le permitió el Sr. Albino 
Arlequín que se le pudiera proveer a la Sra. Luz 

Santiago, el 16 de octubre de 2017, cuál fue la 
información? 

R- Bueno cuando se habla de información privilegiada 

es de los síntomas que tiene la niña y de la condición 
que tiene la niña y por qué la llevan al hospital.10 

 

Con respecto a las alegaciones del apelante sobre que Mamá 

no le continuaba el tratamiento médico a su hija, la trabajadora 

social investigó con el pediatra de la niña y este afirmó “que la 

menor se encontraba bien en relación a su desarrollo, motor fino 

 
9 Véase la página 90 de la TPO de la vista celebrada el 17 de mayo de 2018. 
10 Véanse las páginas 134-136 de la TPO del 17 de mayo de 2018. 
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y grueso y comunicación”. Este describió a la apelada como una 

madre responsable y que no le causa la impresión de ser 

negligente con la niña.11 En esos mismos términos se expresó la 

trabajadora social de Early Head Star, señora Hernández Vacas, 

cuando testificó lo siguiente: 

P ¿Cómo usted describe si algo el aseo, o la apariencia 
física de la menor cuando es entregada por mama, la 

señora Luz Santiago? 

R Bueno, la menor siempre va bien limpiecita y, y 

bañadita todas las mañanas. Sí.12 

 

En iguales términos declaró la maestra Medina Báez a 

preguntas de la representante legal de la parte apelada: 

P ¿En cuántas ocasiones si alguna desde el 26 de 

enero del 2018 al presente la Señor Santiago Guzmán 
ha llevado a la menor con una vestimenta inadecuada 

tanto para su edad como para su sexo? 

R Ninguna. 

P ¿En cuántas ocasiones si alguna, al presente, 
verdad, desde el 26 de enero del 2018 al presente 

mamá ha entregado a la menor sin aseo personal ni 
peinada? 

R Ninguna. 

P ¿En cuántas ocasiones, si alguna, del 26 de enero 
que fue cuando la menor comenzó sus estudios al 

presente, la menor ha ido sucia, despeinada con las 
manos, con, con los dedos con tierra, y con los pies 

despellejados? 
R Ninguna 

P ¿Quién es la persona que se encarga de, de 
examinar cuando llega la menor al salón de clases? 

R Esta servidora. 
[…] 

P ¿Aquí hay alguna preocupación o algún incidente 
que haya sido verdad motivo de determinar que la 

señora Luz Santiago haya incurrido en maltrato físico 
hacia la menor? 

R Nunca. 

P ¿En cuántas ocasiones, si alguna, la menor 
Vitanielez al comenzar sus estudios al presente, ha 

sido verdad o ha mostrados signos de negligencia por 
parte de mamá? 

R Nunca 
[…] 

P Le pregunto, ¿en cuántas ocasiones, si alguna, el 
señor Albino Arlequín le indicó que la menor sufría de 

negligencia por no ser un buen padre de familia por 
parte de la madre custodia? 

 
11 Páginas 87-88 de la TPO del 17 de mayo de 2018. 
12 Véase la página 48 de la TPO del 25 de abril de 2018. 
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R Nunca.13 
 

No hay duda de que, a base de la prueba documental y 

testifical, los progenitores de la menor no cumplían con los 

criterios esbozados en el Artículo 7 de la Ley 223-2011, supra, y 

la jurisprudencia interpretativa para que se le otorgara una 

custodia compartida sobre la menor V.A.S. Los conflictos entre 

estos revelan la incapacidad para comunicarse entre sí y llegar a 

acuerdos respecto a asuntos relevantes a la crianza de la menor 

V.A.S. Ciertamente, la comunicación conflictiva entre las partes, 

además del carácter volátil del apelante, no beneficia ni propende 

al mejor bienestar de la menor según estatuido en la Ley 223-

2011, supra. Así lo demostró el testimonio de estos testigos a los 

que el foro de instancia le otorgó credibilidad. Debemos tener 

presente que la adjudicación de credibilidad del tribunal 

sentenciador merece nuestra deferencia, pues es el juzgador del 

foro apelado quien está en mejor posición de aquilatar la prueba 

testifical desfilada. Pueblo v. Bonilla Romero, supra. 

Por consiguiente, no vemos que el tribunal primario haya 

abusado de su discreción al evaluar la prueba documental y 

testifical y decidir otorgar la custodia de la menor a la señora 

Santiago Guzmán y establecer el plan de relaciones paternofiliales 

del señor Albino Arlequín. La evidencia sometida sostiene tal 

determinación. 

IV. 

Por los fundamentos que anteceden, resolvemos confirmar 

la Sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Mayagüez. 

 
13 Véanse las páginas 176,178 y 181 de la TPO del 25 de abril de 2018. 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 


